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mplimiento voluntario 

de la sentencia, procederá al pago de los intereses de mora 
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Aunado a esto, para la cuantificación de los intereses
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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
 
Ponencia del Magistrado LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ.
 
En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue el ciudadano FREDDY ENRIQUE MARÍN RUZ, representado judicialmente por los abogados Juan Rafael García Velásquez y Gustavo Eduardo Gimón Lorenzo, contra la sociedad mercantil SIDERÚRGICA DEL ORINOCO C.A. (SIDOR), actualmente Siderúrgica del Orinoco Alfredo Maneiro, representada judicialmente por los abogados César Da Silva Maita, Mónica Gisella Rivera Cajas, Sandra Viviana Esquivel Buitrago, Olga Yarcig Giraldo Chacón, Jesús Rafael Ramos Rosas, Norali Nathasa de la Rosa Barillas, Ismael Ramírez, Juan Carlos Gutiérrez Vargas, Marisela Benítez Unibio, Juan Pablo José Guerrero Cayama, Ignacio Hellmund e Yris Matehus Andara; el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Extensión Territorial Puerto Ordaz, dictó sentencia en fecha 25 de junio del año 2007, mediante la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandada, confirmando así el fallo apelado que declaró parcialmente con lugar la demanda.
 
Contra el fallo anterior anunció recurso de casación la parte accionada, el cual una vez admitido, fue oportunamente formalizado. Hubo contestación a la formalización.
 
En fecha 6 de diciembre del año 2007, se dio cuenta en Sala y se asignó la Ponencia al Magistrado Luis Eduardo Franceschi Gutiérrez.
 
En la oportunidad fijada para la realización de la audiencia, concurrieron las partes y expusieron sus alegatos en forma oral y pública.
 
Así, dictada la decisión en forma oral e inmediata, pasa la Sala en esta oportunidad a reproducir el fallo, ello, en los términos siguientes:
 
RECURSO DE CASACIÓN
 
Por razones metodológicas, la Sala altera el orden seguido por el formalizante y pasa a resolver la tercera denuncia interpuesta por defecto de actividad, en los siguientes términos: 
 
De conformidad con el ordinal 5° del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 244 eiusdem y por remisión del artículo 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia el vicio de incongruencia negativa.
 
Se señala para ello, que la accionada consignó con fecha 19 de agosto de 2004, formando parte del escrito de contestación, un cheque librado contra el Banco Mercantil Banco Universal, por un monto en Bs. 13.840.634,00 en el cual se cancela el monto de las liquidaciones sencillas a que era acreedor el reclamante, más la respectiva indexación e intereses hasta el momento de la consignación.
 
Alega que la mencionada consignación no fue tomada en cuenta al momento de decidir, por lo que al emitir pronunciamiento violenta la recurrida el deber que tiene de ser congruente con lo alegado y probado en autos.
Para decidir se observa:
 
En este orden, en decisión N° 506 de fecha 19 de mayo de 2005 (Caso: Juan Simón Gandica contra Universidad Santa María), la Sala ratificó su criterio acerca de que el vicio de incongruencia no está contemplado expresamente en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo como un vicio de la sentencia, puesto que el artículo 160 de la citada ley adjetiva, señala los casos en los que deberá considerarse nula la sentencia y no lo incluye. No obstante, resulta necesario señalar que, en los casos en que se patentice un vicio de incongruencia que pueda ser relevante en el dispositivo del fallo, los recurrentes en casación pueden fundamentar su recurso en esta denuncia, y la Sala de Casación Social debe aplicar (en esos casos) de manera supletoria lo dispuesto en los artículos 243 y 244 del Código de Procedimiento Civil, como lo hace la formalizante.
 
Expuesto lo anterior, de una revisión de la sentencia recurrida, constata la Sala que efectivamente, el fallo emite un pronunciamiento condenatorio ordenando deducir la cantidad de Bs. 14.367.987,67, concepto éste que fue previamente cancelado por la accionada al actor por concepto de anticipo sobre prestaciones sociales, tal y como fue establecido en la primera instancia y ratificado por el juzgado ad quem.
 
Ordenada la deducción de este concepto, la recurrida no realiza señalamiento alguno sobre la cantidad consignada por la demandada, y que corresponde a las prestaciones sociales debidas al actor, y que la Sala evidencia, consta al folio 115 de la pieza número 11 del expediente.
 
Siendo así, la recurrida incurrió en el vicio delatado, razón por la que se declara la procedencia de la presente denuncia.
 
Dado que conteste con la declaratoria de procedencia por parte de esta Sala de Casación Social de la denuncia expuesta por la recurrente, se amerita de conformidad con el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo una sentencia sobre el fondo del presente juicio; se hace inoficioso el conocimiento y resolución de las restantes delaciones formuladas en el escrito de formalización. Así se resuelve.
 
SENTENCIA DE MÉRITO
 
Como quiera que la sentencia recurrida se encuentra ajustada a derecho, la Sala la ratifica en todas y cada una de sus partes, con excepción de lo expuesto precedentemente, así, a la suma condenada debe descontarse lo recibido durante la relación de trabajo por concepto de anticipo de prestaciones sociales, monto el cual y como fue determinado ut supra ascendió a la suma de Bs. 14.367.987,67 (Bs.F. 14.368,00).
 
De igual forma, debe descontarse de la totalidad de lo que resulte de las prestaciones sociales debidas al actor, la suma de Bs.F. 13.840.63, cantidad consignada a favor del mismo, tal como se concluyó sub iudice.
 
En consecuencia, se declara parcialmente con lugar la demanda, y se ordena a la parte demandada cancelar a la parte actora los siguientes montos y conceptos:
 
Indemnización Sustitutiva del Preaviso: Literal e) del artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, 90 días de salario X Bs. 43.830,97 diarios: Bs.F. 3.945,00. 
 
Indemnización por Despido Injustificado: Artículos 125, 666 y 673 de la Ley Orgánica del Trabajo, por concepto de antigüedad, indemnización por antigüedad y bonificación por transferencia; por concepto de indemnización equivalente a 720 días de salario, según el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo y, 90 días de salario por concepto de preaviso, estos a razón de Bs. 4.210,00 diarios, derivando un total de Bs. F 7.306,00.
Indemnización por Antigüedad: Con fundamento en el numeral 2° del artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo promulgada el 27/11/1990, considera la Sala que le corresponde la cantidad de Bs. 6.574.645,50, (Bs.F. 6.575,00) a razón de 150 días de salario, es decir Bs. 43.830,97 diarios.
 
Antigüedad según Cláusula 85 de la Convención Colectiva de Trabajo, le corresponden 14 meses de salario, a razón de Bs. 182.198,00 mensuales y de 13 años y ocho meses de servicios, para un total de Bs. 2.368.470,00. (Bs.F. 2.368,47).
 
Compensación por Transferencia: Según lo establecido en el literal b) del artículo 666 de la Ley Orgánica del Trabajo, son 10 meses de salario, a razón de Bs. 300.000,00, para un total de Bs. 3.000.000,00. (Bs.F.3.000,00).
 
Antigüedad según el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, le corresponden 122 días de salario, a razón de Bs. 43.830,97 diarios, contados a partir del 19/06/1997 hasta el 18/01/1999 lo cual arroja la suma de Bs. 5.347.378,34. (Bs.F. 5.347,40).
 
Vacaciones: Con fundamento en el contrato individual de trabajo le corresponden 57 días de salario, a razón de Bs. 43.830,97, para un total de Bs. 2.498.365,29. (Bs.F.2.498,36).
 
Vacaciones Fraccionadas: Son 14,25 días según el contrato individual de trabajo, a razón de Bs. 43.830,97, para un total de Bs.624.591 ,32. (Bs.F. 624,59).
 
Bono Vacacional Adicional: Con fundamento en la misma normativa de carácter convencional, son 28 días de salario, a razón de Bs. 43.830,97 diarios, para un total de Bs. 1.227.267,16. (Bs. F. 1.227,27).
 
Bonificación Especial: Equivalente a dos (02) meses de salario integral por cada año de servicio, según el inciso iii del literal f de la Cláusula 8 del Contrato de Compra - Venta de las acciones de SIDOR, le corresponden 60 días de salario por año, es decir 840 días, a razón de Bs. 43.830,97, para un total de Bs. 36.818.014,80, (Bs.F. 36.818,01) en virtud de haber sido despedido sin causa legal alguna, aún gozando de la estabilidad especial prevista en el mencionado contrato.
 
Todos los conceptos anteriormente descritos, arrojan la sumatoria total de SESENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS DIEZ BOLÍVARES FUERTES CON DIEZ CÉNTIMOS (Bs. 69.710,10), a la que debe deducirse las cantidades percibidas por el trabajador por VEINTIOCHO MIL DOSCIENTOS OCHO BOLÍVARES FUERTES CON SESENTA Y TRES CÉNTIMOS (Bs.F. 28.208,63), según los parámetros ya indicados.
 
En relación con los intereses moratorios, siendo estos de estricto orden público, en virtud del mandato contenido en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por constituir las prestaciones sociales, deudas de valor que generan mora por retardo en su pago, tal y como lo podemos observar en Sentencia N° 111 de fecha 11 de marzo de 2005 (Caso: Adolfo Rafael Manjarres Rodríguez contra I.B.M. de Venezuela, C.A.), emanada de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia; los mismos deben ser condenados y determinados a través de experticia complementaria del fallo, a ser practicada por un solo experto contable. En ese sentido, advierte esta Sala que para ello debe tomarse en cuenta que, en relación a los intereses causados antes de la entrada en vigencia de la Carta Magna, el experto deberá tomar como parámetro la tasa del tres por ciento (3%) anual, es decir, conforme a lo establecido en los artículos 1.277 y 1.746 del Código Civil; pero por lo que respecta a los intereses generados con posterioridad a dicha fecha, el experto lo hará con sujeción a los parámetros establecidos en el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, calculados desde el día de la terminación de la relación de trabajo hasta que la sentencia quede definitivamente firme.
 
En caso de que la demandada no de cumplimiento voluntario de la sentencia, procederá al pago de los intereses de mora sobre la cantidad condenada, de conformidad con lo previsto en el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Aunado a esto, para la cuantificación de los intereses de mora, no opera el sistema de capitalización de los propios intereses, conforme fue dispuesto en aclaratoria de fecha 16 de octubre de 2003 de la sentencia N° 434 de fecha 10 de julio de 2003. Así se decide. 
 
Finalmente y por ser también materia de orden público, debe forzosamente condenarse a la demandada a pagar la corrección monetaria de la deuda, calculada a través de experticia complementaria del fallo, que deberá reajustarse teniendo en cuenta el hecho notorio de la depreciación de la moneda nacional, para cuya determinación se ordena que se oficie al Banco Central de Venezuela, a fin de que informe sobre los índices de Precios al Consumidor (IPC) acreditados por dicha institución, es decir, aquellos acaecidos en el Área Metropolitana de Caracas desde el día de la notificación de la demandada, hasta que quede definitivamente firme el fallo. Con relación a la prestación de antigüedad, la indexación será calculada desde la fecha de terminación de la relación de trabajo.
 
Asimismo, deberá excluirse del período computable para el cálculo inflacionario, entre otros, el lapso de suspensión por voluntad de las partes, si lo hubiere, los lapsos de huelgas tribunalicias, vacaciones y/o recesos judiciales y, el lapso de suspensión ocurrido en ocasión de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y su implementación, de ser el caso. 
De la misma forma, en el presente caso, será excluido el lapso comprendido entre el 17 de enero de 2007 y el 25 de junio de 2007, durante el cual fue retrasada la publicación del dispositivo del fallo por causas imputables al Juez Superior quien presenció la audiencia de apelación.
 
Igualmente procede la determinación de la indexación judicial desde la fecha del auto de ejecución de la sentencia, hasta la fecha del pago efectivo de la obligación, conforme al artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 
 
DECISIÓN
 
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara: 1) CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandada contra el fallo dictado por el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Extensión Territorial Puerto Ordaz, en fecha 25 de junio del año 2007. En consecuencia, se ANULA el fallo recurrido, y; 2) PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda incoada por el ciudadano FREDDY ENRIQUE MARIN RUZ, contra la sociedad mercantil SIDERÚRGICA DEL ORINOCO C.A. (SIDOR), hoy denominada Siderúrgica del Orinoco Alfredo Maneiro.
 
No hay expresa condenatoria en costas del recurso, por no haber vencimiento total.
 
Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial ut supra identificada. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen antes mencionado, todo ello de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los doce (12) días del mes de noviembre  de dos mil ocho. Años: 198º de la Independencia y 149º de la Federación.
 
El Presidente (E) de la Sala,
 
 
________________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
 
 
    El Magistrado,                                                                  Magistrado y Ponente,
 
 
_______________________________            _______________________________
ALFONSO VALBUENA CORDERO            LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
 
 
    Magistrada,
 
 
_________________________________
CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
 
 
El Secretario,
 
 
_____________________________
JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
 
R.C. Nº AA60-S-2007-002339
Nota: Publicada en su fecha a 
 El Secretario,
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